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El 15 de agosto de 2004 se efectuó en Venezuela un referendo re-
vocatorio del mandato del Presidente de la República, Hugo Chávez 
Frías, quien había sido electo en agosto de 2000 con una votación de 
3.757.774 electores. En dicho referendo votaron a favor de la revocato-
ria de su mandato 3.989.008 electores, es decir, un número mayor que 
aquellos que lo eligieron, por lo que conforme al artículo 72 de la Cons-
titución, se debía considerar revocado su mandato y se debía proceder 
de inmediato a realizar una elección para cubrir la falta absoluta que se 
había producido. 

Dicho referendo revocatorio del mandato presidencial, sin embar-
go, por una interpretación del Consejo Nacional Electoral, evidente-
mente contraria a la Constitución, contenida en una norma de un  acto 
administrativo, y luego, por una frase inserta en una sentencia de la 
Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, fue convertido, 
de golpe, en un “referendo ratificatorio” del mandato del Presidente de 
la República, sin asidero constitucional alguno. 

En efecto, el artículo 72 de la Constitución dispone:  
Artículo 72. Todos los cargos y magistraturas de elección popular son re-
vocables. 
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Transcurrida la mitad del período para el cual fue elegido el funcionario o 
funcionaria, un número no menor del veinte por ciento de los electores o elec-
toras inscritos en la correspondiente circunscripción podrá solicitar la convo-
catoria de un referendo para revocar su mandato. 

Cuando igual o mayor número de electores o electoras que eligieron al fun-
cionario o funcionaria hubieren votado a favor de la revocación, siempre que 
haya concurrido al referendo un número de electores o electoras igual o supe-
rior al veinticinco por ciento de los electores o electoras inscritos, se conside-
rará revocado su mandato y se procederá de inmediato a cubrir la falta abso-
luta conforme a lo dispuesto en esta Constitución y en la ley. 

La revocación del mandato para los cuerpos colegiados se realizará de acuer-
do con lo que establezca la ley. 

Durante el período para el cual fue elegido el funcionario o funcionaria no 
podrá hacerse más de una solicitud de revocación de su mandato1.  

Como se observa, esta norma regula con cierta precisión el meca-
nismo para hacer efectivo el sistema de gobierno de mandatos revoca-
bles que establece la Constitución; pero dadas las interpretaciones de la 
Sala Constitucional, su texto ha resultado inocuo y trastocado. 

I. EL GOBIERNO DE MANDATOS REVOCABLES  

El artículo 6 de la Constitución de 1999 establece que el gobierno 
de la República y de las entidades políticas que la componen, es decir, 
básicamente, de los Estados y de los Municipios, “es y será siempre 
democrático, participativo, electivo, descentralizado, alternativo, res-
ponsable, pluralista y de mandatos revocables”. 

Debe recordarse que el calificativo del gobierno como “representa-
tivo”, que siempre había estado en todas las Constituciones de los Si-
glos XIX y XX, fue deliberadamente eliminado de la Constitución en 
1999 con base en un discurso político supuestamente de carácter  “par-

                                           
1  Destacados del autor.  Sobre la Constitución de 1999 véase: Allan R. Brewer-Carías, La 

Constitución de 1999. Derecho Constitucional Venezolano, 2 tomos, Editorial Jurídica ve-
nezolana, Caracas 2004. 
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ticipativo”2; y, en cambio, se estableció la revocación de los mandatos 
de elección popular como de la esencia del sistema de gobierno de Ve-
nezuela y, además, como un derecho ciudadano. Por ello, el artículo 62 
de la Constitución establece el derecho de los ciudadanos a participar 
libremente en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus 
representantes elegidos; el artículo 70 de la Constitución enumera los 
“medios de participación y protagonismo del pueblo en ejercicio de su 
soberanía, en lo político: la elección de cargos públicos, el referendo, la 
consulta popular, la revocación del mandato, las iniciativas legislativa, 
constitucional y constituyente, el cabildo abierto y la asamblea de ciu-
dadanos cuyas decisiones serán de carácter vinculante, entre otros”; y 
el artículo 72 antes citado, regula específicamente el referendo revoca-
torio de mandatos de iniciativa popular. 

Adicionalmente, el artículo 198 de la Constitución establece cuáles 
son los efectos de la revocatoria del mandato de los diputados a la 
Asamblea Nacional, disponiendo que aquellos cuyo mandato fuese re-
vocado no pueden optar a cargos de elección popular en el siguiente 
período; y el artículo 233 enumera como causa de falta absoluta del 
Presidente de la República “la revocación popular de su mandato”. 

La revocatoria del mandato de los representantes electos, por tan-
to, conforme lo ha establecido la sala Electoral del tribunal Supremo de 
Justicia, es un mecanismo constitucional de “participación política del 
soberano en los asuntos que le conciernen”, que exige al juez interpre-
tar el ordenamiento jurídico, adaptando sus normas “a los valores, 
principios y reglas que pauta el nuevo Texto Fundamental, que resulta 
ser la guía orientadora en toda labor hermenéutica progresiva y ajus-
tada a los nuevos valores de nuestro ordenamiento”3. 

                                           
2  Véase nuestro voto salvado en relación con esta norma en Allan R. Brewer-Carías, De-

bate Constituyente, (Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo III, Caracas 
1999, pp. 237 y 252 

3  Véase la sentencia de la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia, Nº 170 de 22 
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II.  LA PETICIÓN POPULAR PARA LA REALIZACIÓN DEL REFE-
RENDO REVOCATORIO DE MANDATOS DE ELECCIÓN PO-
PULAR 

En coincidencia con lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitu-
ción, que identifica como uno de los medios de participación en lo polí-
tico a “la revocación del mandato”; el artículo 72 de la Constitución re-
gula el mecanismo del referendo revocatorio de mandatos de elección 
popular, disponiendo que en virtud de que todos los cargos y magis-
traturas de elección popular son revocables (art. 6), transcurrida la mi-
tad del período para el cual fue elegido un funcionario, un número no 
menor del 20% de los electores inscritos en la correspondiente circuns-
cripción electoral al momento de formular la solicitud, puede solicitar 
la convocatoria de un referendo para revocar dicho mandato. 

En ausencia de una normativa legal que desarrollara el texto del 
artículo 72 de la Constitución, el Consejo Nacional Electoral en sep-
tiembre de 2003, con motivo de rechazar una solicitud de referendo re-
vocatorio del mandato del Presidente de la República (“El Firmazo”), 
mediante Resolución Nº 030912-461 de fecha 12 de septiembre de 2003, 
resumió lo que consideró era la doctrina de la Sala Constitucional4 so-
bre los requisitos mínimos de orden formal que se requerían para ejer-
cer el derecho constitucional al referendo revocatorio, los cuales pueden ser 
resumidos como sigue:  

a) Está sujeto a un límite de naturaleza temporal como es, sin 
duda, que el derecho al referendo revocatorio sólo puede ejercerse una 
                               

de diciembre de 2000 (Caso: Club Social Layalina), en Revista de Derecho Público, Nº 84 
(octubre-diciembre), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 49 y ss. 

4  Sentada en la sentencia Nº 1139 de 05-06-2002 (Caso: Sergio Omar Calderón y William 
Dávila), Revista de Derecho Público, No. 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2002, pp. 164 y ss. 
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vez que haya transcurrido la mitad del período del funcionario cuya 
revocación se persigue;  

b)  Entre los requisitos formales de la solicitud, como formas 
esenciales que se deben cumplir inexorablemente, como “imprescindi-
bles”, está la exigencia de que la petición o solicitud de revocación ex-
prese con precisión “el nombre y apellido del funcionario cuestionado 
y el cargo para el cual fue elegido popularmente, con indicación de la 
fecha de toma de posesión efectiva del mismo”; 

c)  Teniendo el referendo revocatorio como único origen la inicia-
tiva popular,el derecho al referendo revocatorio tiene como titulares a 
los ciudadanos integrantes del cuerpo electoral, por lo que la solicitud 
debe ir acompañada, “de los nombres y apellidos, números de cédula 
de identidad y las firmas respectivas”, para que sean verificadas por el 
Consejo Nacional Electoral, el cual debe constatar, a través de la Comi-
sión de Registro Civil y Electoral, “la debida inscripción de los electo-
res y electoras que figuran como solicitantes de la revocación del man-
dato en el Registro Electoral de la correspondiente circunscripción, 
pues, es éste el único organismo autorizado para verificar tales datos”; 

d)  La solicitud debe formularse ante el Consejo Nacional Electo-
ral;  

e)  La actividad del Consejo Nacional Electoral se ciñe a verificar 
las reglas del artículo 72 de la Constitución, con lo cual tiene prohibido 
cualquier “margen de discrecionalidad que autorice al Consejo Nacio-
nal Electoral a emitir pronunciamiento alguno sobre el mérito o conve-
niencia de la solicitud”; y 

f)  El Consejo Nacional Electoral no puede “establecer – en las 
normativas de carácter sub legal que dicte- nuevas condiciones para la 
procedencia de la revocación del mandato, no contempladas en el mar-
co constitucional vigente”. 

La materia, sin embargo, fue regulada días después por el mismo 
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Consejo Nacional Electoral en la Resolución Nº 030925-465 de 25 de 
septiembre de 2003, mediante la cual se dictaron las “Normas para Re-
gular los Procesos de Referendos Revocatorios de Mandatos de Cargos 
de Elección Popular”5, en las cuales, en nuestro criterio, se vulneró el 
derecho a la participación política consagrado en la Constitución, pues 
antes que facilitar su ejercicio, establecieron trabas y requisitos que 
afectaron su ejercicio y lo limitaron más allá de lo permitido en la 
Constitución.  

Estas limitaciones afectaron el ejercicio del derecho de petición de 
los electores, pues sin fundamento constitucional alguno, establecieron 
entre otras cosas, que las firmas en respaldo de la petición de los refe-
rendos sólo podían estamparse en un formulario preestablecido en pa-
pel especial diseñado por el Consejo Nacional Electoral; que las dichas 
firmas sólo se podían estampar en unos lugares precisos y en un plazo 
de sólo unos días preestablecidos, eliminándose además, el derecho de 
aquellos ciudadanos que estuviesen fuera del país de poder respaldar 
con su firma la petición. Posteriormente, en forma sobrevenida, con 
motivo de la presentación de una solicitud de revocatoria de mandato 
del Presidente de la República (“El Reafirmazo”), el Consejo Nacional 
Electoral estableció en una nueva Resolución6, requisitos formales adi-
cionales, como el que la inscripción de los datos de los solicitantes de-
bían ser escritos de puño y letra de cada uno de ellos, lo que llevó al 
cuestionamiento de un número considerable de peticiones (“Los Repa-
ros”)7.  

                                           
5  G.O. Nº 37.784 del 26 de septiembre de 2003. 
6  Resolución No. 040302-131 del Consejo Nacional Electoral de 2 de marzo de 2004. 
7  Del total de 3.467.050 firmas o peticiones presentadas, fueron objetadas 876.017 firmas 

aproximadamente. La antes indicada, que estableció en forma sobrevenida los señala-
dos requisitos, fue impugnada ante la Sala Electoral del Tribunal Supremo, la cual la 
anuló; pero la Sala Constitucional del mismo Tribunal Supremo, a su vez, al conocer 
de un recurso de revisión y de una  posterior solicitud de avocamiento al conocimien-
to de la causa, la admitió y anuló la sentencia de la Sala Electoral. Se produjo, así, el 
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Es de advertir que la manifestación de voluntad de respaldo a una 
solicitud de referendo revocatorio es un derecho constitucional que to-
dos los ciudadanos tienen a la participación política, el cual no puede 
restringirse ni siquiera por ley, por lo que menos aún puede restringir-
se mediante actos reglamentarios, como el contenido en la mencionada 
Resolución. Así lo había afirmado la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia en sentencia Nº 321 de 22-02-2002, en la cual seña-
ló que las limitaciones a los derechos constitucionales “derivan por sí 
mismas del texto constitucional, y si el legislador amplía el espectro de 
tales limitaciones, las mismas devienen en ilegítimas”. Por tanto, la 
condición de ciudadano y el ejercicio de los derechos políticos de los 
mismos no pueden restringirse a sólo unos días; y esa condición no se 
pierde, en forma alguna, por encontrarse la persona fuera del país. 

III. LA ILEGÍTIMA TRANSFORMACIÓN POR LA SALA CONSTI-
TUCIONAL, DEL REFERENDO REVOCACTORIO DE MANDA-
TOS EN UN REFERENDO DE “RATIFICACIÓN” DE MANDA-
TOS 

Como antes se ha señalado, en el artículo 72 de la Constitución se 
establece que para que un referendo revocatorio sea válido, no sólo se 
requiere que al menos el 20% de los electores inscritos en la circuns-
cripción de que se trate solicite la convocatoria a referendo; sino que, al 
menos, participe en el referendo un 25% de los electores inscritos. 

 Como lo ha dicho la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia, en sentencia Nº 2750 de 21 de octubre de 2003, con estos por-
centajes mínimos para solicitar el referendo y para que pueda tomarse 

                               
secuestro de la Sala Electoral y la confiscación del derecho a la participación política de 
los ciudadanos. Véase Allan R. Brewer-Carías, La Sala Electoral vs. El Estado democrático 
de derecho (El secuestro del Poder Electoral y de la sala Electoral del Tribunal Supremo y la 
confiscación del derecho a la participación política), Ediciones El Nacional, Caracas, 2004.  
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en cuenta el resultado del mismo, un referendo revocatorio “aunque 
hubiera sido convocado correctamente, no tendrá valor alguno si existe 
escasa participación”; lo que tiene por objeto “evitar que pueda ser re-
vocado el mandato de un funcionario electo con base en el resultado de 
un referendo con alta abstención”. 

En cuanto a los votos necesarios para que se produzca la revocato-
ria del mandato, la Sala Constitucional en la misma sentencia señaló:  

El artículo 72 también dispone que sólo se revocará el mandato del funciona-
rio si votan a favor de ello al menos una cantidad de personas igual al número 
de quienes lo eligieron en su momento, como una manera de impedir que 
funcionarios que alcanzaron su puesto con altos porcentajes de apoyo popu-
lar puedan perderlo por simple mayoría8. 

En consecuencia, a los efectos de que se produzca la revocatoria 
del mandato, se requiere, en primer lugar, que se produzca un quórum 
de asistencia consistente en que concurran al referendo un número de 
electores igual o superior al 25% de aquellos que estén inscritos en el 
registro civil y electoral. Sobre esto, la Sala Constitucional en la antes 
referida sentencia Nº 1139 de 5 de junio de 2002 (Caso: Sergio Omar Cal-
derón Duque y William Dávila Barrios) ha interpretado:  

Que el quórum mínimo de participación efectiva en el referéndum revocato-
rio, debe estar representado necesariamente –por lo menos-, por el 25% de los 
electores inscritos en el Registro Electoral de la circunscripción correspon-
diente para el momento de la celebración de los comicios referendarios”9. 

                                           
8  Caso: Carlos E. Herrera Mendoza, Interpretación del artículo 72 de la Constitución, en Revis-

ta de Derecho Público, No. 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2003 (en pren-
sa). 

9  En Revista de Derecho Público, No. 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2002, 
pp. 165 y ss.. Este criterio fue retificado en la sentencia Nº 137 de 13-02-2003 (Caso: 
Freddy Lepage y otros), en Revista de Derecho Público, No. 93-96, Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas 2003 (en prensa). 

. 
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En segundo lugar, se requiere que voten a favor de tal revocatoria 
un número de electores inscritos en el Registro Electoral para el mo-
mento de la celebración del referendo, igual o mayor de los que eligie-
ron al funcionario. En el caso del referendo revocatorio del mandato 
del Presidente de la República ocurrido el 15 de agosto de 2004 basta-
ba, para la revocatoria del mismo, que votaran a favor de tal revocato-
ria un número de electores igual o mayor a 3.757.774, que había sido el 
número de votantes que lo habían elegido en agosto de 2000. 

Sobre ello, la Sala Constitucional precisó en la misma sentencia Nº 
1139 de 5 de junio de 2002 (Caso: Sergio Omar Calderón y William Dávila) 
que: 

La revocación del mandato no es producto de la arbitrariedad, sino una con-
secuencia lógica que se deriva del principio de soberanía popular, pues, por 
ser el pueblo soberano, puede ejercer el poder con la finalidad de dejar sin 
efecto el mandato de sus representantes elegidos popularmente, que han de-
jado de merecerles confianza, por haberse desempañado en el ejercicio de sus 
funciones de forma inconveniente o contraria a los intereses populares o del 
Estado en general, quienes quedan entonces sometidos a la decisión del cuer-
po electoral. 

Siendo así las cosas, considera la Sala que el requerimiento del constituyente 
de 1999, cuando estableció en el segundo aparte del artículo 72, determinadas 
condiciones cuantitativas para que se considere revocado el mandato del fun-
cionario electo, tiene como propósito demostrar fehacientemente la veracidad 
de los resultados obtenidos en el referéndum revocatorio ejecutado, de mane-
ra que no haya duda sobre la pérdida tan grave de popularidad del funciona-
rio que deviene en ilegítimo, y la desaprobación de su gestión, por lo que re-
sulta lógico que se exija que su revocación se produzca en virtud de la misma 
cantidad de votos, e incluso uno más, de los que previamente lo favorecieron 
cuando quedó investido del cargo público que ejercía, siempre que un quó-
rum mínimo considerable de electores inscritos en el Registro Electoral hayan 
concurrido a desaprobar la gestión del mandatario cuestionado. 

Según los planteamientos anteriores, interpreta la Sala que el quórum mínimo 
de participación efectiva en el referéndum revocatorio, debe estar representa-
do necesariamente -por lo menos-, por el 25% de los electores inscritos en el 
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Registro Electoral de la circunscripción correspondiente para el momento de 
la celebración de los comicios referendarios, y además, que la votación favora-
ble a la revocación debe ser igual o mayor que la que el funcionario obtuvo 
cuando fue electo, sin que puedan someterse tales condiciones numéricas a 
procesos de ajuste o de proporción alguno. 

En consecuencia, conforme a esta doctrina jurisprudencial de la 
Sala Constitucional y a la expresa disposición constitucional, se produ-
ce la revocación de un mandato de elección popular como consecuen-
cia de un referendo revocatorio, cuando “la votación favorable a la re-
vocación [sea] igual o mayor que la que el funcionario obtuvo cuando 
fue electo”. Y nada más.  

Se trata de un referendo revocatorio de mandatos de elección popu-
lar y no de un referendo “ratificatorio” de tales mandatos, el cual no 
existe en el texto constitucional. Este no regula plebiscito alguno, sino 
un referendo revocatorio de mandatos; y precisamente por ello, nada 
indica la Constitución para el caso de que si bien voten a favor de la 
revocatoria de un mandato un número de electores superior al número 
de votos que obtuvo el funcionario cuando fue electo, paralelamente, 
en dicha votación refrendaria se pronunciaren por la no revocación, un 
número mayor de votos. Ello podría ocurrir, pero la Constitución no le 
atribuye a ese hecho efecto jurídico constitucional alguno, limitándose 
a regular los efectos revocatorios del referendo, y nada más.: basta que 
la votación a favor de la revocación del mandato sea igual o mayor que 
la que el funcionario obtuvo cuando fue electo, para que quede el man-
dato revocado. Y ello es así, incluso a pesar de que el Registro Electoral 
haya variado con el transcurso del tiempo. 

Sin embargo, de manera evidentemente inconstitucional, en las 
Normas para regular los procesos de Referendos Revocatorias de mandatos de 
Elección Popular dictadas por el Consejo Nacional Electoral mediante 
acto administrativo de 25 de septiembre de 200310, si bien se estableció 
                                           
10  Resolución No. 030925-465 de 25-09-2003 
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que se considera revocado el mandato “si el número de votos a favor 
de la revocatoria es igual o superior al número de los electores que eli-
gieron al funcionario”, se agregó la frase: “y no resulte inferior al nú-
mero de electores que votaron en contra de la revocatoria” (Art. 60). 
Con este agregado, en una norma contenida en un acto administrativo 
que por tanto es de rango sublegal, se restringió el derecho ciudadano 
a la revocatoria de mandatos populares, al establecerse un elemento 
que no está en la Constitución relativo al los efectos del voto por la “no 
revocación”. Con ello se pretendió trastocar la naturaleza “revocatoria” 
del referendo que regula el artículo 72 de la Constitución, y se lo quiso 
convertir en un referendo “ratificatorio” de mandatos de elección po-
pular.  

Lo inaudito de este fraude constitucional, es que dicho criterio lue-
go sería avalado por la propia Sala Constitucional del Tribunal Supre-
mo en una frase contenida en la sentencia Nº 2750 de 21 de octubre de 
2003 (Caso: Carlos E. Herrera Mendoza, Interpretación del artículo 72 de la 
Constitución), en la cual señaló que:   

Se trata de una especie de relegitimación del funcionario y en ese proceso 
democrático de mayorías, incluso, si en el referendo obtuviese más votos la 
opción de su permanencia, debería seguir en él, aunque voten en su contra el 
número suficiente de personas para revocarle el mandato11. 

Se trataba, en efecto, de una simple “apreciación” de la Sala Cons-
titucional, sobre un criterio de que el funcionario revocado constitucio-
nalmente, sin embargo, en esa circunstancia “debería” permanecer en 
el cargo. En el texto de la sentencia, además, nada se dijo de que se tra-
tara de una “interpretación vinculante” de la Constitución.  

En un referendo revocatorio no puede haber votos “por la perma-

                                           
11 En Revista de Derecho Público, No. 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2003 (en 

prensa). 
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nencia” del funcionario en el cargo; lo que hay son votos por la revoca-
toria o por la no revocatoria del mandato; es decir, hay votos SI o votos 
NO. Los votos por la no revocatoria del mandato son votos negativos 
(NO); y un voto negativo “por la no revocatoria” del madato no puede 
ser convertido en un voto positivo (SI) “por la permanencia” del fun-
cionario en su cargo o por la “ratificación del mandato”. Ello sería cam-
biar la naturaleza del referendo revocatorio, lo que efectivamente ocu-
rrió en Venezuela en agosto de 2004.  

En efecto, en esa frase de la sentencia antes citada, la Sala Consti-
tucional cambió la naturaleza de la revocación del mandato, y lo con-
virtió en un mecanismo para “relegitimar” o para “ratificar” mandatos 
de elección popular, cuando ello no fue la intención del Constituyente. 
Lo que la Constitución regula es la revocatoria popular de mandatos, y 
para ello, lo único que exige en materia de votación es que un número 
“igual o mayor de electores que eligieron al funcionario hubieren vo-
tado a favor de la revocación”.  

Es tan evidente que la citada sentencia modificó la Constitución, 
que con ocasión de la realización del referendo revocatorio del manda-
to del Presidente de la República que se efectuó el 15 de agosto de 
2004, e independientemente de las denuncias que se formularon en re-
lación a los manejos fraudulentos que acompañaron el proceso de vo-
tación, y que se formularon ante el Consejo Nacional Electoral, este ór-
gano, mediante Resolución No. 040826-1118 de 26 de agosto de 2004, 
no sólo dio los datos definitivos de la votación efectuada en el referen-
do revocatorio, sino que acordó “ratificar” al Presidente de la Repúbli-
ca en su cargo en “acto solemne”, hasta la terminación del período 
constitucional en enero de 2007.  

En efecto, en la página web del Consejo Nacional Electoral del día 
27 de agosto de 2004, apareció la siguiente nota en la cual se informaba 
que: 

 El Presidente del Consejo Nacional Electoral, Francisco Carrasquero López, 
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se dirigió al país en cadena nacional para anunciar las cifras definitivas y ofi-
ciales del evento electoral celebrado el pasado 15 de agosto, las cuales dan 
como ratificado en su cargo al Presidente de la República, Hugo Rafael Chá-
vez Frías, con un total de 5 millones 800 mil 629 votos a favor de la opción 
"No".  

En la contienda electoral participaron 9 millones 815 mil 631 electores, de los 
cuales 3.989.008 se inclinaron por la opción "Sí" para revocar el mandato del 
Presidente Chávez. La totalización arrojó que la opción "No" alcanzó el 
59,25% de los votos, mientras el "Sí" logró el 40,74% del total general, y la abs-
tención fue del 30,02%. 

Vale destacar que para estos comicios el Registro Electoral se incrementó sig-
nificativamente, alcanzando un universo de 14. 027.607 de electores con dere-
cho a sufragar en el RR. 

 Con base en la expresión de la voluntad popular, el Consejo Nacional Electo-
ral, este viernes 27 de agosto, ratificará en la Presidencia de la República Bo-
livariana de Venezuela a Hugo Chávez Frías, quien culminará su período 
constitucional en el año 2006. 

  De la información contenida en dicha nota, resultaba claro que 
los electores que votaron por la revocatoria del mandato del Presiden-
te, que fueron 3.989.008, constituían un número mayor que el de los 
electores que en su momento habían elegido al Presidente, que fueron 
3.757.774, lo que conforme al texto expreso del artículo 72 de la Consti-
tución bastaba para que se considerara revocado el mandato. Sin em-
bargo, en la misma nota, y al contrario de lo que se establecía en la 
Constitución, se consideraba que con la referida votación el Presidente 
de la República habría sido “ratificado” en su cargo. 

Además, siguiendo la orientación de esta nota, el Consejo Nacio-
nal Electoral en la mencionada Resolución No. 040826-1118 de 26 de 
agosto de 2004, resolvió “publicar los resultados de la totalización de 
actas de escrutinio correspondiente al referendo revocatorio presiden-
cial, celebrado el 15 de agosto de 2004”; siendo su texto leído en el acto 
solemne efectuado en la sede de dicho organismo el día 27 de agosto 
de 2004. En dicha Resolución, que sólo fue publicada días después en 
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Gaceta Electoral del 30 de agosto de 200412, el Consejo Nacional Electoral  
publicó “los resultados de la totalización de Actas de Escrutinio co-
rrespondientes al referendo revocatorio presidencial celebrado el 15 de 
agosto de 2004”, indicando que los votos por la opción SI, es decir, por 
la revocatoria del mandato del Presidente de la República fueron de 
3.989.008 votos; y que los votos por la opción NO fueron de 5.800.629 
votos. El Presidente de la República, como se dijo, había sido electo en 
agosto de 2000 con 3.757.774 votos, por lo que conforme al artículo 72 
de la Constitución su mandato había quedado revocado. 

Sin embargo, el Consejo Nacional Electoral en la mencionada Re-
solución de 26 de agosto de 2004, señaló que vistos los resultados de la 
votación señalados,  

[Con] con fundamento en el artículo 20 de las Normas para la Totalización y 
Proclamación de los Resultados del Referendo Revocatorio Presidencial del 
15 de agosto de 2004 y especialmente, con atención a lo dispuesto en la doctri-
na vinculante con el artículo 72 de la Constitución de la República establecida 
por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en su sentencia de fecha 
21 de octubre de 2001, el Consejo Nacional Electoral hace constar que el mandato 
popular del ciudadano Hugo Rafael Chávez Frías, titular de la cédula de 
identidad No. 4.258.228, como Presidente de la República de la República, ha 
sido ratificado por el pueblo venezolano en la jornada electoral del 15 de agosto pa-
sado y, por consiguiente, el mencionado ciudadano tiene derecho a ocupar y ejercer el 
señalado cargo público, hasta la culminación del actual período constitucional”.  

 Con esta Resolución, puede decirse que se consolidó el fraude 
constitucional que había ido configurándose, al trastocarse una “revo-
cación de mandato” en una supuesta “ratificación de mandato” de un 
funcionario que había quedado constitucionalmente revocado. 

Además, la propia Asamblea Nacional participó en la configura-
ción del fraude constitucional, y en la misma fecha 27 de agosto de 
2004 realizó una sesión solemne para entregarle al Presidente de la Re-

                                           
12  Gaceta Electoral No. 210 de 30-08-2004 
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pública, un “Acuerdo de la Asamblea Nacional sobre ratificación del 
Presidente de la República”, en uno de cuyos Considerandos se afirmó:   

Que el resultado del proceso refrendario ha expresado de manera clara e in-
equívoca la ratificación del mandato del Presidente Constitucional Hugo Chá-
vez Frías, representando una incuestionable victoria democrática de la volun-
tad mayoritaria del pueblo heroico del Libertador Simón Bolívar, en el es-
fuerzo colectivo para consolidar y profundizar la revolución democrática, pa-
cífica, la justicia social y la autodeterminación nacional, proceso y proyecto 
político comprometido con el logro de los fines y propósitos contenidos en la 
Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela.  

III. LOS EFECTOS DE LA REVOCATORIA DEL MANDATO 

Pero el trastocamiento del sentido de la revocación de mandatos 
en la Constitución, tanto por la Sala Constitucional del Tribunal Su-
premo como por el Consejo Nacional Electoral, no sólo ha ocurrido al 
cambiarse la naturaleza “revocatoria” del referendo por una supuesta 
“ratificación” de mandatos; sino que además se ha evidenciado por las 
imprecisiones interpretativas de la mencionada Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo. 

En efecto, en caso de que se produzca la revocatoria del mandato 
de un funcionario electo, los efectos de tal revocatoria es que debe pro-
cederse de inmediato a cubrir la falta absoluta conforme a lo dispuesto 
en la Constitución y en la Ley. Si se trata de un Diputado a la Asamblea 
Nacional, debería realizarse una nueva elección, pero la Sala Constitu-
cional ha determinado que lo sustituye su suplente por el resto del pe-
ríodo13. En caso de que no existan suplentes, por supuesto que debería 
efectuarse una nueva elección. 

En relación con el Presidente de la República, la forma de proceder 
para cubrir la falta absoluta que se produciría con la revocación del 
mandato, conforme al artículo 233, varía según que ésta ocurra durante 

                                           
13  Sentencia de 05-06-2003 (Caso: Sergio Omar Calderón Duque y William Dávila). 



 16 

los primeros cuatro años de los seis del período constitucional o duran-
te los dos últimos: En el primer caso, debe procederse a una nueva 
elección presidencial para que quien resulte electo complete el período 
constitucional por los dos años restantes; y en el segundo caso, el Vice-
presidente Ejecutivo es quien debe asumir la Presidencia hasta comple-
tar dicho período.  

Ahora bien, la revocación del mandato de cargos de elección po-
pular, sin duda, confronta claramente dos derechos constitucionales. 
Por una parte, el derecho individual de cada ciudadano a ser postulado 
como candidato y ser electo popularmente para cargos o mandatos re-
presentativos; y por la otra, el derecho colectivo de los ciudadanos a 
revocar el mandato de aquellos a quienes el pueblo eligió.  

El juez constitucional y, en general, el interprete, por tanto, al 
momento de considerar los efectos de la revocatoria del mandato, tiene 
que poner en la balanza judicial ambos derechos, y determinar cuál 
tiene mayor valor en caso de conflicto o duda. En una democracia pu-
ramente representativa, quizás el derecho del representante podría 
privar; pero en una democracia que además de ser representativa, la 
participación popular como derecho constitucional tiene un valor pre-
ponderante, sin duda que el derecho colectivo del pueblo soberano de 
revocar el mandato de los elegidos tiene que tener un mayor valor.  

Esto tiene particular importancia en cuanto a los efectos de la re-
vocación del mandato. Este es un acto político del pueblo a rechazo de 
un funcionario, desalojándolo del ejercicio de su cargo; razón por la 
cual, como sanción popular que es, ello tendría que impedir que el fun-
cionario revocado pueda presentarse de nuevo como candidato al mis-
mo cargo en las elecciones subsiguientes para completar el período 
constitucional que le habría sido truncado por el pueblo. 

Ahora bien, en cuanto a los efectos de la revocatoria de los manda-
tos, en lo que se refiere a la revocación del mandato de los diputados a 
la Asamblea Nacional, la Constitución es explícita en cuanto a la de-
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terminación de los efectos de la revocatoria, al señalar expresamente 
que el diputado revocado “no podrá optar a cargos de elección popular 
en el siguiente período” (art. 198). Sin embargo, nada indica la Consti-
tución sobre los efectos de la revocación del mandato en el caso del 
Presidente de la República y de los otros funcionarios electos, como 
son los Legisladores miembros de los Consejos Legislativos estadales, 
los Concejales miembros de Concejos Municipales, o los Gobernadores 
y Alcaldes. En estos casos, sin embargo, lo cierto es que el intérprete 
tiene que considerar la existencia de los dos derechos constitucionales 
antes señalados y que se encontrarían confrontados. Por una parte, el 
derecho político colectivo de los ciudadanos a revocarle el mandato a 
los funcionarios de elección popular, incluido el Presidente de la Re-
pública; y por la otra, el derecho político individual de éste a ser electo; 
conflicto en el cual la balanza se tendría que inclinar, sin duda, a favor 
del derecho político colectivo de los ciudadanos a revocarle el manda-
to, lo que acarrearía lógicamente que el funcionario revocado no podría 
presentarse como candidato en la elección que resultara necesario 
hacer para que un “nuevo Presidente” complete el período constitu-
cional correspondiente14. De lo contrario se estaría configurando otro 
fraude a la Constitución. 

IV. LA INCERTIDUMBRE CONSTRUÍDA POR LA SALA CONSTI-
TUCIONAL PARA ELIMINAR EL CARÁCTER DEL GOBIERNO 
COMO DE MANDATOS REVOCABLES  

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, sin duda, 
es la llamada a resolver el conflicto entre los dos derechos antes indi-
cados; y acorde con los valores y principios constitucionales, descartar 
la posibilidad de que un Presidente de la República cuyo mandato 
haya sido revocado, pudiera ser candidato en la elección que debiera 
                                           
14  Véase las declaraciones de Allan R. Brewer-Carías, “El derecho de los ciudadanos a 

revocar priva sobre la candidatura de Chávez”, dadas al periodista Edgar López, El 
Nacional, Caracas 11-06-2004, pp. A-1 y A-4.  
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realizarse como consecuencia de la revocatoria de su mandato. Estas 
nuevas votaciones deberían tener por objeto elegir a un nuevo Presi-
dente para completar el mandato del revocado, dándole primacía al 
derecho político colectivo de los ciudadanos a la revocación del mismo, 
como manifestación de la democracia de participación consagrada en 
la Constitución, y del gobierno de mandatos revocables que ella esta-
blece15. 

Lamentablemente, sin embargo, la Sala Constitucional, en esta ma-
teria, no sólo no ha sido el máxime interprete de la Constitución acorde 
con sus valores y principios, sino que más bien ha sido complaciente 
con el Poder, lo que ha quedado en clara evidencia a través de sus su-
cesivas decisiones en la materia. 

En efecto, dado el silencio de la Constitución, la Sala Constitucio-
nal comenzó estableciendo en su sentencia Nº 2404 de 28 de agosto de 
2003 (Caso: Exssel Alí Betancourt Orozco, Interpretación del artículo 72 de 
la Constitución), que en el supuesto de la revocatoria del mandato del 
Presidente de la República, en la elección del nuevo Presidente: 

Evidentemente no podría participar dicho funcionario (revocado), pues cual-
quier falta absoluta del Presidente implica la separación del cargo y la conse-
cuente sustitución del mismo. Lo contrario supondría una amenaza de fraude 
a la soberanía popular16. 

El texto de esta sentencia, sin embargo, fue desconocido poste-
riormente por la propia Sala Constitucional del Tribunal Supremo, de 
manera por demás insólita: Su contenido fue publicado por el Tribunal 
Supremo incluso hacia los medios de comunicación, pero no llegó a ser 
publicada en la página web del Tribunal Supremo. La Sala Constitucio-

                                           
15  Nótese que la Constitución de 1999 sustituyó el calificativo de “gobierno representati-

vo” que contenía el artículo 3 de la Constitución de 1961 por el de “gobierno de man-
datos revocables” que contiene el artículo 6, equivalente, en la Constitución de 1999. 

16  Véase la reseña del periodista Edgar López, El Nacional, Caracas, 04-01-2004, p. A-2  
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nal, en una inusual “Aclaratoria” emitida de oficio en fecha 1º de sep-
tiembre de 2003, desconoció lo expresado en el fallo, considerando el tema 
como no decidido. El texto de la “Aclaratoria”, sin embargo, luego da 
haber sido incorporada en la página web del Tribunal Supremo, fue pos-
teriormente eliminado de la misma, y tiene el tenor siguiente: 

ACALATORIA; El 28 de agosto de 2003 esta Sala Constitucional, en el expe-
diente 03-0763, pronunció sentencia nº 2404, en la que declaró inadmisible el 
recurso de interpretación que interpuso el ciudadano EXSSEL ALÍ BETAN-
COURT OROZCO, en relación con el artículo 72 de la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela.  
Como se observa que en el texto de dicha decisión aparecen expresiones que 
erróneamente pudieran entenderse como una definitiva interpretación de la 
norma constitucional que se mencionó (art. 72) en el punto que requirió el so-
licitante, la Sala de oficio aclara y decide que, por cuanto la pretensión del ac-
tor fue declarada inadmisible, los alcances de dicho fallo nº 2404 quedan es-
trictamente limitados y sujetos al pronunciamiento de inadmisibilidad, sin 
que, en consecuencia, puedan extenderse a otros aspectos de cualquier natu-
raleza que pudieran extraerse de la redacción del mismo, máxime cuando, 
equivocadamente, se invocan pronunciamientos precedentes que la Sala no 
ha hecho. Por otra parte, ante esta misma Sala cursa expediente número 02-
3215 (solicitud hecha por el ciudadano Estaban Gerbasi), cuyo ponente es el 
Magistrado Dr. José Manuel Delgado Ocando, en el que corresponderá a la 
Sala Constitucional la decisión sobre si un funcionario de elección popular, a 
quien le sea revocado el mandato, podrá participar o no en un inmediato y 
nuevo comicio. Sépase, pues, que sólo en la oportunidad cuando recaiga sen-
tencia que expresamente decida la interpretación del asunto que se refirió 
habrá certeza sobre el punto”17.  

En las actas procesales del expediente, en todo caso, la única refe-
rencia que quedó relativa a este espinoso asunto, es un “Auto” de la 
Sala Constitucional del mismo día, 1º de septiembre de 2003, ordenan-
do abrir una averiguación penal para establecer responsabilidades so-
bre el contenido de la sentencia que supuestamente no se correspondía 

                                           
17  El texto ha sido tomado de la cita que hizo el Magistrado Antonio J. García García en 

su voto salvado a la sentencia No. 1173 de 15-06-2004 (Caso: Esteban Gerbasi). 
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con el texto del fallo que habían aprobado los Magistrados. Todo este 
incidente, que originó la apertura de una investigación criminal inusi-
tada, la cual por supuesto, no ha concluido y seguramente concluirá en 
nada, fue calificado, con razón, como una polémica “con características 
escandalosas” 18. 

Con el desconocimiento de su decisión por la propia Sala Consti-
tucional, quedó abierta entonces la cuestión jurídica aún por resolver, 
sobre si un Presidente de la República revocado podría presentarse 
como candidato en la elección subsiguiente: No sólo la que debía efec-
tuarse para completar el período constitucional si es revocado después 
de cumplir tres años de mandato pero antes de que se cumplan cuatro 
del período presidencial; sino en la elección para el período constitu-
cional subsiguiente. El asunto, como se dijo, no esta resuelto expresa-
mente en la Constitución, como sí lo esta respecto de la revocación de 
los mandatos de los diputados a la Asamblea Nacional19.    

Posteriormente, el 10 de junio de 2004 ya se reseñaba sobre la exis-
tencia de una ponencia de sentencia que circulaba en la Sala Constitu-
cional, de interpretación del artículo 72 de la Constitución, y que apa-
rentemente no resolvía la duda que había quedado con el texto de la 
sentencia No 2042 de 28-08-2003, (Caso Exssel Alí Bentancourt Orozco), 
que había sido desconocido por la propia Sala Constitucional20.  

Y así, conforme a ese anuncio, días después, la Sala Constitucional 
dictaría la sentencia No. 1173 de 15 de junio de 2004 (Caso: Esteban Gre-
basi) con motivo de la solicitud de interpretación del artículo 72 de la 

                                           
18  Véase la reseña de Edgar López, El Nacional, Caracas, 04-01-2004, p. A-2. 
19  El artículo 198 dispone que los diputados cuyo mandato fuera revocado no pueden 

optar a cargos de lección popular en el siguiente período. 
20  Véase la reseña de Edgard López en El Nacional, Caracas 10-06-2004; Véase los comen-

tarios en Allan R. Brewer-Carías, La Sala Constitucional vs. El Estado democrático de dere-
cho  (El secuestro del Poder Electoral y de la sala Electoral del Tribunal Supremo y la confisca-
ción del derecho a la participación política), Caracas 2004, pp. 58-59. 
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Constitución, en virtud de la duda razonable que el recurrente había 
alegado “consistente en saber si un funcionario cuyo mandato le fuere 
revocado con base en el citado artículo 72 puede optar a algún cargo de 
elección popular durante el siguiente período correspondiente”. El re-
currente también había argumentado que la “prohibición de postula-
ción a cargos de elección popular prevista en el artículo 198 de la Carta 
Magna” debía  “entenderse comprendida dentro del alcance del artícu-
lo … ya que resulta contrario a la razón y, en consecuencia, a toda regla 
lógica, que un funcionario cuyo mandato ha sido revocado por el pro-
pio pueblo que lo eligió opte inmediatamente a un cargo (al) que debe 
ser también elegido”; considerando que un funcionario, al serle revo-
cado su mandato con fundamento en el mecanismo previsto en el artí-
culo 72 de la Carta Magna, “pierde el derecho a ser elegido al mismo 
cargo del cual le ha sido revocado por mandato popular”.  

La Sala Constitucional, para decidir, delimitó el ámbito de la soli-
citud en relación a “la duda existente en el ánimo del solicitante al in-
terponer la presente acción de interpretación constitucional …en saber 
si el Presidente de la República, dado el caso que se le revocara su 
mandato de conformidad con el mecanismo de participación política 
previsto en el artículo 72 de la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, le sería aplicable la inhabilitación prevista en el artículo 
198 eiusdem, respecto de los Diputados a la Asamblea Nacional”; pa-
sando entonces a decidir interpretando “las disposiciones constitucio-
nales en concordancia con el resto de la Carta Magna, considerada ésta 
in totum”.  

La Sala Constitucional, después de argumentar sobre las técnicas 
de interpretación constitucional, recordó la “restricción para el empleo 
de la interpretación modificativa, contenida en el aforismo romano fa-
vorabilia amplianda, odiosa restringenda, según el cual las disposiciones 
de carácter prohibitivo deben ser interpretadas restrictivamente y 
aquéllas favorables a las libertades consagradas en el ordenamiento 
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deben serlo extensivamente”, concluyendo que la interpretación en 
materia de derechos humanos debe “siempre hacerse conforme al 
principio de preeminencia de los derechos humanos, el cual, junto con 
los pactos internacionales suscritos y ratificados por Venezuela relati-
vos a la materia, forma parte del bloque de la constitucionalidad”.  

A continuación la Sala Constitucional analizó el artículo 233 de la 
Constitución, y estableció que la revocatoria del mandato otorgado al 
Presidente de la República, conforme al mecanismo previsto en el artí-
culo 72 de la Carta Magna, generaría una falta absoluta de dicho fun-
cionario, la cual debía ser cubierta de los modos siguientes: 

a.- Si la revocatoria del mandato opera antes de concluido el cuarto año de su 
período constitucional (en el caso del corriente, de conformidad con lo seña-
lado por esta Sala en sus sentencias núms. 457/2001 y 759/2001, del 5 de abril 
y 16 de mayo de 2001, respectivamente, casos: Francisco Encinas Verde y otros, 
y Willian Lara, en su orden; antes del 19 de agosto de 2004), tal falta sería cu-
bierta por un nuevo Presidente de la República, resultante de una nueva elec-
ción universal, directa y secreta a realizarse dentro de los treinta (30) días 
consecutivos siguientes a la revocatoria, al cual correspondería concluir el pe-
ríodo en curso; y 
b.- En el caso de que la revocatoria se produzca durante los últimos dos años 
del período constitucional (en el caso del presente período presidencial, si se 
produjera con posterioridad al 19 de agosto de 2004), la falta sería cubierta 
por el Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva, quien asumiría la 
Presidencia de la República hasta completar dicho período. 

Luego de estos razonamientos, la Sala fue concluyente al afirmar 
que  

Visto lo anterior, esta Sala observa que la revocatoria popular del mandato 
del Presidente de la República, de conformidad con los artículos 72 y 233 de 
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, acarrea su falta ab-
soluta en el cargo y, por ende, su separación definitiva del mismo por el período co-
rrespondiente (subrayado nuestro). 

Pero en relación con los alegatos del solicitante en cuanto a la apli-
cación al Presidente de la República del artículo 198 de la Carta Magna, 
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relativo a la restricción a los Diputados de la Asamblea Nacional para 
postularse a cargos de elección popular en el período siguiente a la re-
vocatoria popular de su mandato, la Sala Constitucional juzgó “que de 
ser cierta tal afirmación constituiría una limitación al ejercicio de un 
derecho fundamental, cual es, el derecho a la participación del Presi-
dente de la República (cfr. sentencia de la Sala Plena de la extinta Corte 
Suprema de Justicia del 5 de diciembre de 1996, Caso: Ley de División 
Político-Territorial del Estado Amazonas), en una de sus vertientes, el de-
recho de postulación, consagrado en el último párrafo del artículo 67 
de la Carta Magna”; estimando además, que “dicha restricción no se 
encuentra en la Constitución ni en ley alguna, y pertinente es señalar 
que la Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita y ra-
tificada por Venezuela (Gaceta Oficial N° 31.256 del 14 de junio de 
1977), la cual, de conformidad con el artículo 23 de la Constitución, es 
de aplicación preferente cuando contenga disposiciones sobre el goce y 
ejercicio de los derechos humanos más favorables a las establecidas en 
el ordenamiento interno, y son de aplicación inmediata y directa por 
los tribunales y demás órganos del Poder Público”. Por todo ello, la Sa-
la concluyó su sentencia resolviendo que: 

Sobre la base de la anterior motivación y en atención al principio constitucio-
nal de preeminencia de los derechos fundamentales establecido en el artículo 
2 de la Carta Magna, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justi-
cia declara que la restricción contenida en el artículo 198 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, según la cual los Diputados a la 
Asamblea Nacional, cuyo mandato fuere revocado de conformidad con el 
mecanismo previsto en el artículo 72 eiusdem, no podrán optar a cargos de 
elección popular en el siguiente período, no es aplicable al Presidente de la 
República, y así se decide. 

Olvidó la Sala, sin embargo, que en el caso concreto de la revoca-
toria del mandato del Presidente de la República estaban en juego dos 
derechos constitucionales y no sólo uno de ellos: la Sala razonó con ba-
se en el solo derecho político individual del Presidente de la República 
a ser postulado y a ser electo; pero para ello se había olvidado que exis-
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tía otro derecho constitucional en juego, el derecho político colectivo de 
los ciudadanos a revocarle el mandato al Presidente de la República, el 
cual debía privar sobre el primero.  

Además, la Sala olvidó analizar el artículo 230 de la Constitución 
que establece que el período presidencial es de seis años, pudiendo el 
Presidente “ser reelegido, de inmediato y por una sola vez, para un  nue-
vo período”. Olvidó la Sala considerar que para que un Presidente de la 
República pueda ser reelecto, tiene que haber completado su período 
presidencial para poder ser electo “de inmediato y por una sola vez, 
para un  nuevo período”. Si un Presidente no termina su mandato, 
porque renunció o porque fue revocado, tendría entonces una imposi-
bilidad de ser reelecto “de inmediato”. Por lo que en caso de revocarse 
el mandato del Presidente de la República, en forma alguna podría ser 
candidato en la elección para el próximo período presidencial. 

Mucho menos, por supuesto, podría ser candidato un Presidente 
revocado antes de cumplirse los cuatro primeros años de su mandato, 
en la elección subsiguiente para elegir un “nuevo Presidente” para 
completar el resto del período del Presidente revocado. Como lo dijo la 
propia Sala Constitucional en su sentencia: La revocatoria del mandato 
“acarrea su falta absoluta en el cargo y, por ende, su separación defini-
tiva del mismo por el período correspondiente”, por lo cual no puede 
pretender ser electo por el resto de dicho período en el cual fue revo-
cado. 

Pero ello no había sido resuelto expresamente, por lo que una vez 
se prolongó la incertidumbre sobre la posibilidad –absurda- que podía 
deducirse en forma indirecta, de que un Presidente revocado al no 
aplicársele la restricción del artículo 198 de la Constitución, pudiera ser 
candidato y electo en las elecciones presidenciales para el próximo pe-
ríodo constitucional. Continuó existiendo la supuesta “duda” sobre si 
el Presidente revocado antes de cumplirse los primeros cuatro años de 
su mandato, podía presentarse a la elección para elegir un “nuevo Pre-
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sidente” que completara el resto del período presidencial. 

La antes mencionada sentencia Nº 1173 de la Sala Constitucional 
tuvo dos votos salvados de los Magistrados Antonio J. García García y 
Rondón Haas.  

El Magistrado Antonio J. García García consideró que los plan-
teamientos de la sentencia de la Sala “confunden los efectos de la revo-
catoria de mandato de los Diputados a la Asamblea Nacional y del 
Presidente de la República, en virtud del error en que se incurrió en la 
elaboración de una de sus premisas”, considerando que:  

[la] Sala, en ejercicio de una interpretación sistemática de la Constitución, de-
bió pronunciarse con claridad sobre cada uno de los supuestos que la solici-
tud de interpretación encierra. Particularmente, frente a la actual realidad po-
lítica y electoral que vive el país, se estima importante la definitiva posición 
de la Sala respecto a la posibilidad de que el Presidente de la República que 
sea revocado por vía de referendo, intervenga pasivamente en el proceso elec-
toral convocado tanto para proveer –por el resto del período- la vacante pro-
ducida por la revocatoria del mandato, como para escoger a un nuevo Presi-
dente por el período constitucional siguiente, pues, si bien expresamente se 
resolvió, como ya se indicó, el último escenario mencionado, quien suscribe 
observa que, aún cuando resultara obvia la consecuencia lógica de la revoca-
toria del mandato, nada se dice sobre el impedimento que tendría dicho fun-
cionario para ser candidato en el otro escenario planteado, esto es, en las elec-
ciones a realizarse dentro de los treinta (30) días consecutivos siguientes a la 
eventual remoción del Presidente por vía de referendo revocatorio, cuando la 
mayoría sentenciadora señaló que “la revocatoria popular del mandato del Presi-
dente de la República, de conformidad con los artículos 72 y 233 de la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela, acarrea su falta absoluta en el cargo y, por 
ende, su separación definitiva del mismo por el período correspondiente”.  

En caso de revocatoria del mandado, como falta absoluta del Pre-
sidente de la República, el Magistrado García consideró que:  

[una] interpretación armónica de la Constitución y de la institución de la fi-
gura del revocatorio, nos permitiría decir que el constituyente exige la elec-
ción de un nuevo Presidente, sin la posibilidad de que el funcionario revoca-
do pueda medirse en ese proceso electoral convocado para suplir la falta ab-
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soluta, de manera que, lógicamente, debe entenderse que la afirmación que se 
ha hecho en el fallo que antecede con respecto a que la restricción contenida 
en el artículo 198 eiusdem no es aplicable al Presidente de la República, sólo 
conduce a concluir que quien haya sido revocado en el cargo de Presidente de 
la República podrá optar para ser nuevamente elegido por un período consti-
tucional distinto al que no concluyó por la voluntad popular expresada en el 
referendo revocatorio.  
Resultaría un contrasentido que un funcionario al que se le revocó el mandato 
pueda presentarse como candidato en la elección que se convoque para pro-
veer la vacante causada por la sanción que los electores le propinaron, im-
probando su gestión, dado que la propia Constitución, en su artículo 233, de-
termina que ‘el nuevo Presidente’ asumirá sus funciones para completar el pe-
ríodo, lo que indica claramente que se trata de otro Presidente, pues cualquier 
falta absoluta implica la separación categórica del funcionario y la consi-
guiente sustitución personal del mismo. Pretender un efecto contrario signifi-
caría una amenaza de fraude a la soberanía de la voluntad popular que, ex-
presada por vía de referendo revocatorio, ha interrumpido el desempeño de 
un cargo de elección popular, bien por motivos de legitimidad, cuando ha de-
jado de merecerles su confianza, o bien por resultar inconveniente o inopor-
tuna para los intereses del país la gestión que en el ejercicio del mismo realiza 
su titular.    
Siendo ello así, la inhabilitación natural producida por la revocatoria popular 
que excluye la aspiración del Presidente removido para culminar el período 
correspondiente, no podría asimilarse a la inhabilitación a que se refiere el ar-
tículo 198 de la Constitución, ya que, según dispone el propio texto constitu-
cional, la forma de cubrir la falta absoluta de los Diputados a la Asamblea 
Nacional cuyo mandato sea revocado es distinta a la que se preceptúa para 
proveer la vacante al cargo de Presidente de la República, dada la ausencia en 
este último caso de un suplente que, junto con el principal, haya sido también 
elegido popularmente. 

Concluyó el Magistrado García su voto salvado señalando que:  

[una] interpretación integrada de las normas constitucionales lleva a concluir 
que, independientemente de la falta de prohibición expresa que inhabilite al 
Presidente de la República removido, para optar a cargos de elección popular, 
el efecto práctico del referendo revocatorio no puede ser otro que una nueva 
elección para completar el período presidencial, en la cual no puede partici-
par quien ha sido revocado. Sostener un criterio distinto, bajo el argumento 
del derecho a ser elegido y el consecuente derecho a postularse que tiene toda 
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persona en cabeza del revocado, dejaría completamente sin efecto la finalidad 
esencial de todo proceso revocatorio, cual es la sanción política de separarlo 
del ejercicio del cargo e inhabilitarlo para ello por el período por el cual fue 
elegido. En definitiva, se irrespetaría con ello la voluntad popular manifesta-
da en el referendo correspondiente. 

Por su parte, el Magistrado Rondón Haas, en particular destacó 
que la sentencia no daba respuesta a la duda que expresó el solicitante 
de la interpretación en cuanto a la posibilidad de participación del Pre-
sidente de la República, a quien se le hubiere revocado el mandato, en 
la elección inmediata a que se refiere el artículo 233 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela como fórmula para la cober-
tura de falta absoluta que tal revocatoria produce. Agregó el Magistra-
do que:  

Más allá del error del solicitante respecto a la posibilidad, que la Sala descar-
tó, de extensión de la inhabilitación a que se contrae el artículo 198 de la 
Constitución a funcionarios distintos a los que éste se refiere, la Sala ha debi-
do agotar la interpretación que se le requirió para la resolución, de una vez y 
en forma integral, de las dudas interpretativas que han generado las disposi-
ciones constitucionales en cuestión y que se reflejan en un grueso número de 
solicitudes de interpretación de las mismas que cursan en sus archivos.  

Pero lamentablemente, la línea de acción de la mayoría de la Sala 
Constitucional en esta materia parecía ser más bien no agotar la inter-
pretación de las normas constitucionales sino, al contrario, mantener 
siempre alguna incertidumbre para tener un hilo de poder permanen-
te. Ello se evidenció de la sentencia No. 1378 del 22 de julio de 2004 
(Caso: Braulio Jatar Alonso y otros), dictada días después, con motivo de 
un recurso de interpretación interpuesto precisamente sobre el artículo 
233  de la Constitución, el cual fue declarado sin lugar21, perdiéndose la 
                                           
21  La Sala Constitucional, en efecto, se limitó a interpretar el término de los dos últimos 

años del período presidencial iniciado en 2000, así:  “Así las cosas, es claro que en la 
decisión parcialmente transcrita, la Sala sentenció que el actual período presidencial, 
cuya duración es de seis (6) años de acuerdo con el artículo 230 constitucional, culmina 
el 19 de agosto de 2006, pero que el actual Presidente de la República –o quien desem-
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oportunidad que tenía la Sala de interpretar definitivamente su conte-
nido. 

Ahora bien, en cuanto a la sentencia No. 1173, y por lo que respec-
ta al Voto Salvado del Magistrado Rondón Hass, luego de concordar 
con la opinión del Magistrado García García, señaló que:  

[Cuando] la Carta Magna exige la elección de un nuevo Presidente, impide la 
posibilidad de que el funcionario cuyo mandato hubiere sido revocado pueda 
participar como candidato en el proceso electoral que se convoque para que 
supla su propia falta absoluta. Y es que, además de que la simple lógica re-
pudia que un funcionario al que se le hubiere revocado el mandato pudiera 
presentarse como candidato en la elección que se convocase para la provisión 
de la vacante que habría causado la improbación de su gestión por el electo-
rado, la propia norma constitucional determina que, en esto oportunidad 
(elección inmediata) deberá elegirse a un nuevo Presidente que completará el 
período del Presidente saliente. 
Por otra parte, la pretensión de lo contrario, con cualquier fundamento (como 
podría ser el derecho al sufragio pasivo y a postulación de aquel cuyo manda-
to hubiere sido revocado), enervaría la finalidad de todo proceso revocatorio, 
cual es, como apuntó el Magistrado García García, la sanción política al fun-
cionario en cuestión, que comporta, además de la separación del ejercicio del 
cargo, la inhabilitación para su ejercicio por el período por el cual fue elegido, 
en abierto fraude a la voluntad popular. 

En todo caso, las dudas que habían quedado de la interpretación 

                               
peñe conforme a la Constitución dicho cargo en caso de falta absoluta de aquél- segui-
rá ocupando dicho cargo hasta la fecha de inicio del primer año del siguiente período 
constitucional, esto es, hasta el 10 de enero de 2007, para ajustar la realidad electoral 
del órgano Presidencia de la República a la exigencia del Texto Constitucional sin que 
sea menester para ello efectuar una enmienda del artículo 231 de la vigente Constitu-
ción; en tal sentido, del contenido de la sentencia examinada se desprende de manera 
indubitable que los (2) dos últimos años del actual período presidencial, iniciado el día 
19 de agosto de 2000, comienzan el día 19 de agosto de 2004, sin que para declarar tal 
situación cronológica sea necesario realizar una interpretación de la norma contenida 
en el artículo 233 de la Norma Fundamental, o efectuar una interpretación de las nor-
mas incluidas en los artículos 230 y 231 eiusdem, adicional o complementaria a la hecha 
en la decisión n° 457/2001, del 5 de abril, caso: Francisco Encinas Verde y otros”.   
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constitucional que había efectuado la Sala Constitucional, hechas inclu-
so antes de que la sentencia se conociera, dada la divulgación del con-
tenido de la ponencia respectiva22 fueron inmediatamente advertidas23; 
razón por la cual el solicitante de la interpretación anunció que solicita-
ría la aclaratoria de la sentencia24. La sentencia, en realidad, se había 
limitado a señalar que el texto del artículo 198 de la Constitución que 
contiene una restricción respecto de los diputados revocados, no se 
podía aplicar al Presidente de la República, lo que era de lógica inter-
pretativa constitucional elemental; pero dejaba sin resolver lo esencial: 
Primero, si el Presidente revocado podía presentarse como candidato en 
la elección que dentro del mes siguiente debía efectuarse para elegir un 
“nuevo Presidente” que concluyera el período constitucional para el 
cual había sido electo el Presidente revocado; y segundo, si el Presidente 
revocado, quien por ello no habría completado su período presidencial, 
podía presentarse como candidato a la nueva elección presidencial pa-
ra el próximo período presidencial, una vez completado por un  nuevo 
Presidente el período del cual hubiera sido revocado. 

En cuanto a la elección presidencial para elegir a un nuevo Presi-
dente para completar el período constitucional del Presidente revoca-
do, la sentencia sí dijo que la revocación del mandato del Presidente de 
la república “acarrea su falta absoluta en el cargo y, por ende, su sepa-
ración definitiva del mismo por el período correspondiente”, lo que 
significa que no podría el Presidente pretender presentarse como can-
didato para ser electo y terminar el período constitucional del cual 
habría sido popularmente revocado.  

Pero el propio Presidente de la República, cuyo mandato se había 
solicitado fuera revocado en la votación que se efectuó el día 15 de 

                                           
22  Véase la reseña de Edgar López, en El Nacional, Caracas 10-06-2004, p. A-6. 
23  Véanse la opinión de Hermann Escarrá en El Nacional, Caracas, 10-06-2004, p. A-6. 
24  Véase en El Nacional, Caracas 16-06-2004, p. A-2; El Nacional, Caracas 17-06-2004, p. A-

2; 4. 
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agosto de 2004, antes de esa fecha, el día 8 de julio de 2004 desde Puer-
to Iguazú, donde había asistido como invitado a la XXVI Cumbre del 
Mercado Común del Sur, se encargaría de “aclararle” a quien quisiera 
oír o leer, que si llegaba a perder el referendo revocatorio, entregaría la 
Presidencia “porque al mes siguiente estaré peleando nuevamente por 
la Presidencia”25. Lamentablemente, esta “aclaratoria” afectaba la que 
se había solicitado a la Sala Constitucional, particularmente por las si-
multáneas declaraciones del Presidente del Tribunal Supremo y de la 
Sala Constitucional, Iván Rincón, dadas con toda diligencia, y que apa-
recieron publicadas en la prensa al día siguiente, cuyo contenido per-
mitía pensar que el mandado ya estaba hecho. 

En efecto, por encima de cualquier duda que pudiera existir, el 
Presidente del Tribunal Supremo de Justicia y de la Sala Constitucio-
nal, en declaraciones publicadas en la prensa el 10 de julio de 2004, ra-
tificaría lo que el Presidente de la República había anunciado la víspe-
ra. Dicho Magistrado declaró que ya existía una ponencia de sentencia 
de “aclaratoria” de la sentencia No. 1173 de la Sala Constitucional, ela-
borada por el Magistrado Delgado Ocando, cuyo texto dijo que ya co-
nocía, pero había que esperar que la vieran los otros Magistrados, y sin 
rubor alguno y sin recordar que los jueces no pueden adelantar opi-
nión sobre fallos no publicados, indicó que la confusión que existía en 
la materia se debía a: 

[Las] declaraciones encontradas de los famosos juristas que siempre están 
desglosando sentencias y leyes, olvidándose de lo que aprendieron en las 
Universidades, de las investigaciones que han hecho y de lo que saben… ju-
ristas que pertenecen a las famosas Academias de Caracas…26 

                                           
25  Véase El Nacional, Caracas 9-06-2004. 
26  Pedro Llorens, sobre esta frase del Magistrado, señaló que “no es capaz de redactar 

una sentencia medianamente correcta y se limita a leer las que elaboran los otros”, en 
“El hacedor de sentencias”, El Nacional, Caracas 11-07-2004, p. A-9. Por su parte, el 
profesor José Muci Abraham, ex Presidente de la Academia de Ciencias Políticas y So-
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Agregando que:  

La sentencia es muy clara y tiene solo una lectura…La sentencia dice: Seño-
res, los derechos consagrados en la Constitución son iguales para todos, salvo 
en casos de excepciones establecidas en la misma Carta Magna, en las leyes o 
en los Tratados Internacionales.  
En materia de derechos constitucionales, las restricciones tienen que estar ex-
presamente establecidas en leyes formales, como se desprende de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos y de la resolución de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, con las cuales se nos amenaza cons-
tantemente. 
Nosotros, lo que decimos es que la Constitución establece expresamente la 
imposibilidad de que un diputado al que se le haya revocado su mandato, 
opte a cargos de elección popular en el siguiente período, pero no indica nada 
respecto de los alcaldes, los gobernadores y el Presidente de la República. 
Terminamos diciendo que no puede haber restricciones si no están en ley o en 
la Constitución  
La gente lo que pregunta es: pero ¿Chávez puede participar? Señores, no hay 
restricciones si no están en la Constitución o en la ley y ahora nosotros tene-
mos que responder en la aclaratoria si Hugo Chávez Frías puede participar o 
no en caso de que le sea revocado el mandato27.    

El Magistrado, al dar dichas declaraciones, no sólo olvidó su con-
dición de tal Magistrado, sino que olvidó de nuevo que lo que estaba 
en juego en este caso judicial, no solo era el ejercicio de un derecho po-
lítico individual del Presidente revocado de postularse y ser electo; si-
no el derecho político colectivo de los ciudadanos a revocarle el man-
dato a los representantes electos. La Sala Constitucional no podía re-
                               

ciales, dijo: “Los vendedores de sentencias despotrican de los juristas que orgullosa-
mente pertenecemos ‘a las famosas academias de Caracas’. El complejo de provincia-
lismo le sale por los poros. Los punza el dolor de sentirse inferiores y de haberse des-
tacado sólo a expensas de servir los intereses de los poderosos, por una dádiva com-
pensatoria de su servilismo. ¿Han pensado esos bufones del foro, que con su torcida 
interpretación exponen al país a una contienda de impredecibles consecuencias? ¿Han 
meditado sobre los efectos de constreñir insensatamente a un pueblo a que vuelva a 
los comicios para enfrentar de nuevo al gobernante proscrito 30 días antes?, en “Supi-
na ignorancia del supremo”, El Nacional, Caracas, 14-07-22004, p. A-9.  

27  Véase en la entrevista con Edgard López, El Nacional, Caracas 10-07-2004, p.A-2. 
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solver la cuestión tomando en cuenta el sólo derecho individual del 
Presidente e ignorando el derecho político colectivo de los ciudadanos. 
Al hacer tal afirmación, en todo caso, el Magistrado había ignorado que 
el gobierno en Venezuela “es de mandatos revocables” (Art. 6 de la 
Constitución); y había olvidado que al menos tenía que ponderar am-
bos derechos en la balanza de la justicia, y establecer por qué uno pri-
varía sobre el otro.  

El abogado Gerbasi, quien había sido el recurrente en el recurso de 
interpretación, el día 13 de julio de 2004 no tuvo otra alternativa que 
recusar al Magistrado Presidente de la Sala Constitucional, por haber 
adelantado opinión sobre la anunciada ‘‘aclaratoria” de la sentencia28; 
pero al día siguiente, el 14 de julio de 2004, el propio Magistrado Iván 
Rincón, Presidente del Juzgado de Sustanciación (además de ser Presi-
dente de la Sala Constitucional y del propio Tribunal Supremo), decla-
raría sin lugar la recusación por considerarla extemporánea, ya que 
después de dictarse sentencia definitiva no habría recusación, y en el 
caso concreto se trataba de una aclaratoria de una sentencia. Argumen-
tó además el Magistrado que las declaraciones que aparecieron en la 
nota del periodista Edgar López en el diario El Nacional, supuestamen-
te eran “el producto de interpretación que realizó el periodista y no 
una trascripción exacta” de lo que había expresado en la entrevista; a lo 
cual respondió el periodista Edgar López, en la ”Nota del redactor” 
que publicó, que “Es inútil aclarar que en el texto publicado no hay in-
terpretación ni inexactitud que pudiera alterar el sentido de lo dicho 
por el presidente del TSJ… La grabación no permitirá a nadie men-
tir”29.  

                                           
28  Gerbasi dijo a la prensa: “Después de un año y seis meses que no contestaron el recur-

so de interpretación, solicitamos una aclaratoria. Chávez le dejó una orden expresa a 
Rincón desde Argentina”, El Nacional, Caracas, 11-07-2004, p. A-7. Véase además, El 
Nacional, 14-07-2004, p. A-6. 

29  Véase en El Nacional, Caracas 15-07-2004, p. A-4 
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En definitiva, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, a pesar 
de haber tenido en sus manos la posibilidad de resolver la interpreta-
ción constitucional de los artículos 72, 230 y 233 de la Constitución an-
tes de la realización del referendo revocatorio del mandato del Presi-
dente de la República, el cual finalmente se efectuó el 15 de agosto de 
2004 a solicitud popular conforme al artículo 72 de la Constitución30;  
sin embargo, no lo hizo y continuaron las dudas que existían sobre dos 
aspectos esenciales en esta materia de los efectos de un referendo revo-
catorio de mandato presidencial: Primero, si el Presidente cuyo manda-
to era revocado podía presentarse como candidato y ser electo como 
“nuevo Presidente”, en las elecciones que debían convocarse dentro 
del mes siguiente a su revocación  para completar los dos años restan-
tes (2004-2006) del período constitucional presidencial (que había ini-
ciado en 2000 y culminaba en 2006) del cual había sido revocado; y se-
gundo, si un Presidente revocado podía presentarse como candidato a 
la “reelección”, en las elecciones presidenciales que debían realizarse a 
finales de 2006, para el período constitucional presidencial subsiguien-
te (2007-2013).  

La duda interpretativa continuó, y el órgano constitucional llama-
do a interpretar la Constitución y a aclarar las dudas, lo que había 
hecho era prolongar la incertidumbre, con el objeto, sin duda, de seguir 
ejerciendo el poder último de decisión en la materia. 

El Presidente de la República, antes de que se realizara el acto de 
votación del referendo sobre la revocatoria de su mandato el 15 de 
agosto de 2004, en todo caso, sobre el primer aspecto que había queda-
do constitucionalmente sin resolver, ya se había anticipado a los posi-
bles acontecimientos y había anunciado públicamente que en caso de 

                                           
30  Sobre las vicisitudes para dicha convocatoria véase Allan R. Brewer-Carías, La Sala 

Constitucional vs. El Estado democrático de derecho (El secuestro del Poder Electoral y de la 
sala Electoral del Tribunal Supremo y la confiscación del derecho a la participación política), 
Ediciones El Nacional, Caracas, 2004. 
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ser revocado su mandato, el Vicepresidente Ejecutivo quedaría encar-
gado de la Presidencia de la República y él, “al mes siguiente ya sería 
candidato a la Presidencia de la República otra vez”31.  

Sin embargo, no tuvo oportunidad de violentar la Constitución, 
puesta se le había adelantado el Consejo Nacional Electoral, el cual, 
como se ha dicho, el 26 de agosto de 2004, sin competencia constitucio-
nal alguna, decidiría “ratificar” al Presidente de la República en su car-
go, dado que según las cifras de votación que anunció, a pesar de que 
había suficientes votos para que constitucionalmente hubiera quedado 
revocado el mandato (más de los que había sacado cuando fue electo), 
sin embargo, habría habido más votos por la no revocación de su man-
dato.                                                                           

   

                                           
31 Véase El Nacional, Caracas 06-08-2004, p. A-6. La misma declaración la formuló ante los 

corresponsales extranjeros el 12-08-2004. Véase El Nacional, Caracas, 13-08-2004, p. A-4  


